
 

 

 

 

 

 

 
 

 
“Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.” 
             
 

En Llombay, a 18 de marzo de 2020 

 

  

Según el presente real decreto a continuación detallamos el conjunto de medidas 

desarrolladas en el mismo: 

 

Medidas de apoyo a los trabajadores, familias y colectivos vulnerables 

 

1. Concesión de un suplemento de crédito en el Presupuesto del Ministerio 

de Derechos Sociales y Agenda 2030 para financiar un Fondo Social 

Extraordinario destinado exclusivamente a las consecuencias sociales 

del COVID-19. 

 

2. Distribución del Fondo Social Extraordinario entre las comunidades 

autónomas y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. 

 

3. Destino del superávit de las entidades locales correspondiente a 2019 y 

aplicación en 2020 de la disposición adicional decimosexta del texto 

refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.  

 

4. Garantía de suministro de agua y energía a consumidores vulnerables. 

 

5. Carácter preferente del trabajo a distancia. 

 

6. Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada. 

 

7. Moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual. 

 

• Ámbito de aplicación: las medidas previstas en este real decreto-ley para 

la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual se 

aplicarán a los contratos de préstamo o crédito garantizados con hipoteca 

inmobiliaria cuyo deudor se encuentre en los supuestos de vulnerabilidad 
económica. 
 

• Definición vulnerabilidad económica: 
 

o Que el deudor hipotecario pase a estar en situación de desempleo 

o, en caso de ser empresario o profesional, sufra una pérdida 

sustancial de sus ingresos o una caída sustancial de sus ventas.  
 



 

 

 

 

 

 

o Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad 

familiar no supere, en el mes anterior a la solicitud de la moratoria, 

con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de 

Renta de Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM). (otros 

casos específicos). 
 

o Que la cuota hipotecaria, más los gastos y suministros básicos, 

resulte superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos que 

perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. 
 

o Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar 

haya sufrido una alteración significativa de sus circunstancias 

económicas en términos de esfuerzo de acceso a la vivienda, en los 

términos que se definen a continuación: 
 

§ Que se ha producido una alteración significativa de las 

circunstancias económicas cuando el esfuerzo que 

represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se 

haya multiplicado por al menos 1,3.  

 

§ Que se ha producido una caída sustancial de las ventas 

cuando esta caída sea al menos del 40%. 

 

§ Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge 

no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los 

hijos, con independencia de su edad, que residan en la 

vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de 

tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no 

separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan 

en la vivienda. 

 

• Acreditación de las condiciones subjetivas: La concurrencia de las 

circunstancias a que se refiere el artículo 9 se acreditará por el deudor ante 

la entidad acreedora mediante la presentación de los siguientes 

documentos: 

 

o En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado 

expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure 

la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o 

subsidios por desempleo. 

 

o En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, 

mediante certificado expedido por la Agencia Estatal de la 

Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad 

Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de 

actividad declarada por el interesado. 

 

o Número de personas que habitan la vivienda: Libro de familia o 

documento acreditativo de pareja de hecho, certificado de 

empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la 

vivienda, con referencia al momento de la presentación de los 



 

 

 

 

 

 

documentos acreditativos y a los seis meses anteriores y 

declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad 

permanente para realizar una actividad laboral.  

 

o Titularidad de los bienes:  

 

§  Nota simple del servicio de índices del Registro de la 

Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.  

 

§ Escrituras de compraventa de la vivienda y de concesión del 

préstamo con garantía hipotecaria. 

 

§ Declaración responsable del deudor o deudores relativa al 

cumplimiento de los requisitos exigidos para considerarse 

sin recursos económicos suficientes según este real 

decreto-ley. 

 

• Solicitud de moratoria sobre las deudas hipotecarias inmobiliarias: Los 

deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de este real decreto-ley 

podrán solicitar del acreedor, hasta quince días después del fin de la vigencia 

del presente real decreto-ley, una moratoria en el pago del préstamo con 

garantía hipotecaria para la adquisición de su vivienda habitual. Los 

deudores acompañarán, junto a la solicitud de moratoria, la documentación 

prevista en el artículo 11. 

 

• Concesión de la moratoria: Una vez realizada la solicitud de la moratoria 

a la que se refiere el artículo 12 de este real decreto-ley, la entidad acreedora 

procederá a su implementación en un plazo máximo de 15 días. 

 

• Efectos de la moratoria: La solicitud moratoria a la que se refiere el artículo 

12 conllevará la suspensión de la deuda hipotecaria durante el plazo 

estipulado para la misma y la consiguiente inaplicación durante el periodo 

de vigencia de la moratoria de la cláusula de vencimiento anticipado que 

conste en el contrato de préstamo hipotecario. Durante el periodo de 

vigencia de la moratoria a la que se refiere el presente capítulo la entidad 

acreedora no podrá exigir el pago de la cuota hipotecaria, ni de ninguno de 

los conceptos que la integran (amortización del capital o pago de intereses), 

ni íntegramente, ni en un porcentaje. Tampoco se devengarán intereses. 

 
8. Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados por 

declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19. 

 

o Los trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuyas actividades 

queden suspendidas, en virtud de lo previsto en el mencionado Real 

Decreto, o, en otro caso, cuando su facturación en el mes anterior al 

que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por 

ciento en relación con el promedio de facturación del semestre anterior, 

tendrán derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad 

que se regula en este artículo, siempre que cumplan los siguientes 

requisitos: 



 

 

 

 

 

 

 

o Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado 

de alarma, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de 

los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su 

caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores del Mar.  

 

o En el supuesto de que su actividad no se vea directamente 

suspendida en virtud de lo previsto en el Real Decreto 

463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción de su 

facturación en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la 

efectuada en el semestre anterior.  

 

o Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad 

Social. No obstante, si en la fecha de la suspensión de la 

actividad o de la reducción de la facturación no se cumpliera 

este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador 

autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 

naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del 

descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del 

derecho a la protección. 

 

o Cuantía de la prestación: regulada en este artículo se determinará 

aplicando el 70 por ciento a la base reguladora, calculada de 

conformidad con lo previsto en el artículo 339 de la Ley General de la 

Seguridad Social, aprobada mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, 

de 30 de octubre. Cuando no se acredite el período mínimo de 

cotización para tener derecho a la prestación, la cuantía de la 

prestación será equivalente al 70 por ciento de la base mínima de 

cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 

 

o Duración prestación: La prestación extraordinaria por cese de 

actividad regulada en este artículo tendrá una duración de un mes, 

ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que finalice 

el estado de alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga 

una duración superior al mes. El tiempo de su percepción se entenderá 

como cotizado y no reducirá los períodos de prestación por cese de 

actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro. 

 

9. Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas y 

la conectividad de banda ancha. 

 

10. Interrupción del plazo para la devolución de productos durante vigencia del 

estado de alarma. 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de 

actividad para evitar despidos 

 

1. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de 

suspensión de contratos y reducción de jornada por causa de fuerza 

mayor. 

 
a. Ámbito de aplicación: Las suspensiones de contrato y reducciones de 

jornada que tengan su causa directa en pérdidas de actividad como 

consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del estado de 

alarma, que impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre 

temporal de locales de afluencia pública, restricciones en el transporte 

público y, en general, de la movilidad de las personas y/o las 

mercancías, falta de suministros que impidan gravemente continuar con 

el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones urgentes y 

extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de 

medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, 

que queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de 

provenientes de una situación de fuerza mayor, con las consecuencias 

que se derivan del artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto 

de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, 

de 23 de octubre. 

 

b. Procedimiento:  
 

o El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, 

que se acompañará de un informe relativo a la vinculación de la 

pérdida de actividad como consecuencia del COVID-19, así 

como, en su caso, de la correspondiente documentación 

acreditativa. La empresa deberá comunicar su solicitud a las 

personas trabajadoras y trasladar el informe anterior y la 

documentación acreditativa, en caso de existir, a la 

representación de estas.  
 

o La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de 

suspensión de los contratos o de la reducción de jornada 

prevista en este artículo, deberá ser constatada por la autoridad 

laboral, cualquiera que sea el número de personas trabajadoras 

afectadas. 
 

o La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de 

cinco días desde la solicitud, previo informe, en su caso, de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social y deberá limitarse a 

constatar la existencia, cuando proceda, de la fuerza mayor 

alegada por la empresa correspondiendo a ésta la decisión 

sobre la aplicación de medidas de suspensión de los contratos 

o reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha del 

hecho causante de la fuerza mayor.  
 



 

 

 

 

 

 

o El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya 

solicitud será potestativa para la autoridad laboral, se evacuará 

en el plazo improrrogable de cinco días. 

 
2. Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los 

procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por 

fuerza mayor relacionados con el COVID-19. 

 
a. En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada 

autorizados en base a fuerza mayor temporal vinculada al COVID-19, 

cuando la empresa tuviera menos de 50 trabajadores en situación de 

alta en la Seguridad Social. Si la empresa tuviera 50 trabajadores o más, 

en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la 

obligación de cotizar alcanzará al 75% de la aportación empresarial. 

b. Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, 

manteniéndose la consideración de dicho período como efectivamente 

cotizado a todos los efectos. 

 

c. La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la 

Seguridad Social a instancia del empresario, previa comunicación de la 

identificación de los trabajadores y período de la suspensión o reducción 

de jornada. A efectos del control de la exoneración de cuotas será 

suficiente la verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal 

proceda al reconocimiento de la correspondiente prestación por 

desempleo por el período de que se trate. 

 

IMPORTANTE 
 

Disposición adicional sexta. Salvaguarda del empleo. 
 

“Las medidas extraordinarias en el ámbito laboral previstas en el presente 

real decreto ley estarán sujetas al compromiso de la empresa de 

mantener el empleo durante el plazo de seis meses desde la fecha de 

reanudación de la actividad.” 
 

3. Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo en 

aplicación de los procedimientos referidos anteriormente. 

 
a. En los supuestos en que la empresa decida la suspensión de contratos 

o la reducción temporal de la jornada de trabajo, se reconocerá el 

derecho a la prestación contributiva por desempleo, a las personas 

trabajadoras afectadas, aunque carezcan del período de ocupación 

cotizada mínimo necesario para ello y no computar el tiempo en que se 

perciba la prestación por desempleo de nivel contributivo que traiga su 

causa inmediata de las citadas circunstancias extraordinarias, a los 

efectos de consumir los períodos máximos de percepción establecidos. 

 



 

 

 

 

 

 

b. Las prestaciones por desempleo percibidas por los trabajadores fijos 

discontinuos y por aquellos que realizan trabajos fijos y periódicos que 

se repiten en fechas ciertas, que hayan visto suspendidos sus contratos 

de trabajo como consecuencia del impacto del COVID-19 durante 

periodos que, en caso de no haber concurrido dicha circunstancia 

extraordinaria, hubieran sido de actividad, podrán volver a percibirse, 

con un límite máximo de 90 días, cuando vuelvan a encontrarse en 

situación legal de desempleo. Para determinar el periodo que, de no 

haber concurrido esta circunstancia, hubiera sido de actividad laboral, 

se estará al efectivamente trabajado por el trabajador durante el año 

natural anterior en base al mismo contrato de trabajo. En caso de ser el 

primer año, se estará a los periodos de actividad de otros trabajadores 

comparables en la empresa. Esta medida se aplicará al mismo derecho 

consumido, y se reconocerá de oficio por la Entidad Gestora cuando el 

interesado solicite su reanudación. 

 

4. Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de 

solicitudes de prestaciones por desempleo. 

 

5. Medidas extraordinarias relativas a la prórroga del subsidio por desempleo y a la 

declaración anual de rentas. 

 

6. Plazo de duración de las medidas previstas en este real decreto-ley estarán 

vigentes mientras se mantenga la situación extraordinaria derivada del COVID-

19. 

 

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades 

transitorias consecuencia de la situación 

 
1. Aprobación de una Línea para la cobertura por cuenta del Estado de la 

financiación otorgada por entidades financieras a empresas y 

autónomos. 

 

2. Ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO con el fin de 

aumentar las Líneas ICO de financiación a empresas y autónomos. 

 

3. Línea extraordinaria de cobertura aseguradora. 

 

4. Suspensión de plazos en el ámbito tributario. 

 

• Los plazos de pago de la deuda tributaria los vencimientos de los plazos 

y fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento 

concedidos y los plazos para atender los requerimientos, diligencias de 

embargo y solicitudes de información con trascendencia tributaria, para 

formular alegaciones ante actos de apertura de dicho trámite o de 

audiencia, dictados en procedimientos de aplicación de los tributos, 

sancionadores o de declaración de nulidad, devolución de ingresos 

indebidos, rectificación de errores materiales y de revocación, que no 



 

 

 

 

 

 

hayan concluido a la entrada en vigor de este real decreto-ley, se 
ampliarán hasta el 30 de abril de 2020.  
 

• Los plazos previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los 

plazos y fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento 

concedidos, así como los plazos relacionados con el desarrollo de las 

subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los artículos 

104.2 y 104 bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por 

Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, además del establecido para 

atender los requerimientos, diligencias de embargo, solicitudes de 

información o actos de apertura de trámite de alegaciones o de audiencia 

que se comuniquen a partir de la entrada en vigor de esta medida se 
extienden hasta el 20 de mayo de 2020. 

 
 

Otras medidas de flexibilización 

 

1. Medidas extraordinarias aplicables a las personas jurídicas de 

Derecho privado. 

 

o Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de 

alarma, las sesiones de los órganos de gobierno y de administración 

de las asociaciones, de las sociedades civiles y mercantiles, del 

consejo rector de las sociedades cooperativas y del patronato de las 

fundaciones podrán celebrarse por videoconferencia que asegure la 

autenticidad y la conexión bilateral o plurilateral en tiempo real con 

imagen y sonido de los asistentes en remoto. 

 

o Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de 

alarma, los acuerdos de los órganos de gobierno y de administración 

de las asociaciones, de las sociedades civiles y mercantiles, del 

consejo rector de las sociedades cooperativas y del patronato de las 

fundaciones podrán adoptarse mediante votación por escrito y sin 

sesión siempre que lo decida el presidente y deberán adoptarse así 

cuando lo solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. 

o El plazo de tres meses a contar desde el cierre del ejercicio social 

para que el órgano de gobierno o administración de una persona 

jurídica obligada formule las cuentas anuales, ordinarias o 

abreviadas, individuales o consolidadas, y, si fuera legalmente 

exigible, el informe de gestión, y para formular los demás 

documentos que sean legalmente obligatorios por la legislación de 

sociedades queda suspendido hasta que finalice el estado de 

alarma, reanudándose de nuevo por otros tres meses a contar desde 

esa fecha. 

 
2. Medidas extraordinarias aplicables al funcionamiento de los órganos 

de gobierno de las Sociedades Anónimas Cotizadas. 

 



 

 

 

 

 

 

3. Suspensión del plazo de caducidad de los asientos del registro 

durante la vigencia del real decreto de declaración del estado de 

alarma. 

 

4. Prórroga de la vigencia del documento nacional de identidad. 

 
Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado», las medidas previstas en el presente real decreto ley mantendrán su 

vigencia durante el plazo de un mes desde su entrada en vigor, sin perjuicio de que, previa 

evaluación de la situación, se pueda prorrogar su duración por el Gobierno mediante real decreto-

ley. No obstante lo anterior, aquellas medidas previstas en este real decreto-ley que tienen plazo 

determinado de duración se sujetarán al mismo. 

  

 

Estamos a su disposición para aclararle cualquier duda relacionada con este asunto. 

 

Aprovechamos la ocasión para saludarle cordialmente. 

 

Equipo Joares Consultores  


